El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir la decisión de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría.
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66001-31-05-001-2013-00608-01

Proceso:

Ejecutivo
Demandante:

Augusto Fernando Jaramillo Velásquez
Demandado:                      PAR I.S.S     

Juzgado de origen:
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EJECUTIVO / SENTENCIA JUDICIAL COMO TÍTULO / LIQUIDACIÓN DEFINITIVA DE ENTIDAD DEUDORA / SANCIÓN MORATORIA NO DEBE CONTABILIZARSE LUEGO DE LA LIQUIDACIÓN / CONFIRMA / NIEGA
Lo anterior para destacar que, aun cuando no se tiene noticia dentro del expediente, que el proceso ordinario, cuya condena originó la presente ejecución, haya sido relacionado como pasivo contingente por el liquidador, lo cierto es que ello no es óbice para que, de existir dineros dispuestos para el efecto, la fiduciaria realice el pago de la condena aquí reclamada, toda vez que en virtud a lo dispuesto en el literal c del numeral 3º de la cláusula séptima del contrato de fiducia No 15 de 2015, está previsto que se encuentra obligada a cancelar las condenas laborales a cargo del ISS en liquidación, “aun cuando sean proferidas en procesos que no hayan sido identificados por el liquidador de la entidad”.

(…)
Como puede evidenciarse,  la orden judicial determinó con precisión la fecha a partir de la cual debía empezar a correr la citada sanción, pero nada dijo respecto a la data en que está dejaría de generarse; no obstante, observa la Sala que para el momento en que se profirió la condena, esto es el 24 de julio de 2015, el Instituto de Seguros Sociales todavía estaba en el proceso de liquidación, por lo tanto, en su calidad de empleador era aún sujeto de derecho y obligaciones y en tal virtud estaba llamado a responder conforme se indicó en el título ejecutivo.

Ahora, una vez tuvo lugar la liquidación definitiva de la entidad, la indemnización moratoria obligatoriamente debió dejar de contabilizarse, pues quien fue sancionado por mora fue el empleador y no el Patrimonio Autónomo conformado en virtud al proceso de supresión del ISS, ni la Fiduagraria S.A., que en realidad solo tiene la calidad de vocera y administradora de los recursos y activos fideicomitidos, de acuerdo con el contrato de Fiducia Mercantil No 015-2015, suscrito entre esta entidad y la Fiduciaria la Previsora S.A. en su condición de liquidadora del demandado, y mucho menos la Nación, pues de acuerdo con el artículo 19 del Decreto 2013 de 2012, modificado por  artículo 3º del Decreto 652 de 2014 tiene la condición de garante respecto al pago de indemnizaciones y acreencias laborales, pero solo en el evento en el que los recursos de la Entidad en Liquidación no sean suficientes.
(…)

En otras palabras, partir del momento en que el Instituto de Seguros Sociales perdió su personería jurídica, no debe atribuírsele una omisión voluntaria en el pago que justifique que la moratoria continúe corriendo.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, cuatro de julio de dos mil dieciocho
Acta número ___ de 4 de julio de 2018
En la fecha, siendo la una y cuarenta y cinco minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación presentado por el señor Augusto Fernando Jaramillo Velásquez contra el auto proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad el día 23 de febrero de 2018, que modificó el mandamiento de pago, dentro del proceso ejecutivo laboral que promueva contra el Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación, cuya radicación corresponde al número 66001-31-05-001-2013-00608-02-03.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

En este estado de la diligencia, se le corre traslado a las partes con el propósito de que si lo consideran necesario presenten sus alegatos de conclusión en un lapso de 5 minutos, término que considera la Sala prudente para el efecto de conformidad con lo previsto en el parágrafo 2º del artículo 42 del C.P.T.

Oídas las argumentaciones de las partes y como quiera que los aspectos propuestos por ellas fueron tenidos en cuenta al momento de discutir el proyecto presentado por el ponente procede la Sala a resolver lo que es materia del recurso, teniendo en cuenta para ello los siguientes:
ANTECEDENTES

El señor Augusto Fernando Jaramillo, luego de obtener decisión favorable a sus intereses, consistente en la declaratoria de existencia de un contrato de trabajo entre él y el Instituto de Seguros Sociales en liquidación y la orden a éste de pagar a su favor la suma de $74.102.831.44 por concepto de prestaciones sociales, así como el pago de un día de salario exigibles desde el 1º de octubre de 2012 hasta que se haga efectivo el pago de la obligación, solicitó a continuación del proceso ordinario laboral la ejecución de la citada providencia.

Mediante el auto que libró mandamiento de pago de fecha 15 de noviembre de 2016 –fl 58 a 60- se ordenó la notificación personal de la parte ejecutada, una vez se perfeccionaran las medidas previas solicitadas y decretadas en esa misma providencia.
Notificado al Patrimonio Autónomo de Remanentes ISS en liquidación el auto que libró mandamiento de pago, le fue concedido el término de cinco (5) días para pagar o diez (10) días para proponer excepciones.  En escrito presentado en el Juzgado el 21 de julio de 2017, formuló como excepciones las de “novación de la obligación”, “pago” y “prescripción”, respecto a las cuales se pronunció el promotor de la ejecución, dentro del término que le fue conferido por el Juzgado, no sin antes solicitar la reposición del auto que dio traslado de dichas excepciones, pues consideró que, de conformidad con lo establecido en el artículo 442 del Código General del Proceso las formuladas por el PAR ISS no se encuentran soportadas en hechos posteriores a la sentencia que se ejecuta.
De tal solicitud se corrió traslado a la contraparte, que en escrito de fecha 30 de octubre de 2017, luego de hacer un recuento relacionado con la situación administrativa del Instituto de Seguros Sociales, una vez se dispuso su liquidación y supresión mediante el Decreto 2013 de 2012, señaló que dicha entidad se extinguió  el 31 de marzo de 2015, dejando entonces de ser sujeto de derecho y obligaciones a partir de esa data, por esa razón y en consideración al precedente jurisprudencial de esta Corporación solicitó que la indemnización moratoria que hace parte de la obligación cobrada por la vía ejecutiva se liquide hasta la fecha en que estuvo vigente la personería jurídica del ISS.

Señaló también la Fiduagraria S.A. como administradora del Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales que permitir que la sanción moratoria se siga generando va en detrimento del patrimonio de la Nación, pues tal acreencia debe ser cubierta con recursos públicos.
En providencia de fecha 27 de noviembre de 2017, el Juzgado de conocimiento decidió no reponer el auto por medio del cual dio traslado de las excepciones propuestas por la Sociedad Fiduciaria de Desarrollo Agropecuario y procedió a fijar fecha para llevar a cabo la audiencia en donde serían resueltas aquéllas.
Instalada la audiencia, el juzgado declaró no probadas las excepciones propuestas por la Fiduragraria S.A.

Respecto a la petición de la entidad de liquidar la indemnización moratoria hasta el 31 de marzo de 2015, accedió a ella de conformidad con lo establecido por la Sala de Casación Laboral, dentro del radicado No 20764 del 10 de octubre de 2013, procediendo a modificar el numeral primero del auto que libró mandamiento de pago, para establecer que el monto que debía cancelarse por dicho concepto es igual a $105.959.120, correspondiente al periodo comprendido entre el 1º de octubre de 2012 y el 31 de marzo de 2015. 

Inconforme con lo decidido la parte ejecutante la recurrió indicando que por tratase el título ejecutivo una sentencia legalmente ejecutoriada, respecto a la cual se surtieron las instancias correspondientes, carece el juzgado de competencia para modificar lo dispuesto en la providencia, que de paso sea dicho, respecto a la condena por sanción moratoria, fue confirmada por esta Corporación al surtirse el grado jurisdiccional de consulta a favor del Instituto de Seguros Sociales.

Refiere que a través de la presente ejecución lo que se pretende es hacer efectivo el derecho reconocido en las citadas providencias, tal como lo establece el artículo 306 del Código General del Proceso, el cual fue citado en la intervención para solicitar la garantía del debido proceso y de la seguridad jurídica que le asisten como parte en la acción ejecutiva.
CONSIDERACIONES:

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente:

PROBLEMA JURÍDICO

¿Debe correr la indemnización moratoria en contra del Instituto de Seguros Sociales después de declarase su liquidación definitiva?
Para resolver el interrogante planteado en el caso concreto, la Sala estima pertinente hacer las siguientes precisiones:

1. DE LA SENTENCIA COMO TÍTULO EJECUTIVO.

De conformidad con los artículos 305 y 306 del C.G.P. aplicables por remisión analógica del artículo 145 del C.P.T y de la S.S., se podrá adelantar proceso ejecutivo a continuación del ordinario laboral, con el objeto de exigir el cumplimiento de la sentencia proferida a través de éste último, una vez ésta se encuentre ejecutoriada. 

En ese sentido, prevén las mencionadas normas que para proferirse el mandamiento de pago es preciso que las pretensiones del proceso ejecutivo sean concordantes con lo señalado en la parte resolutiva de la sentencia condenatoria del ordinario laboral.
2. DEL ROL DE FIDUCIARIA DENTRO DEL CONTRATO DE FIDUCIA No 015 DE 2015.

La Fiduagraria S.A. como fiduciaria dentro del contrato de fiducia constituido por el Instituto de Seguros Sociales para constituir el Patrimonio Autónomo de Remanentes de esa entidad, según el parágrafo segundo de la cláusula segunda, no ostenta la calidad de cesionario o subrogado de las obligaciones del fideicomitente, como tampoco lo es el Patrimonio Autónomo, dejando expresa nota, que la fiduciaria únicamente actúa en calidad de vocera y administradora de los recursos y activos fideicomitidos.

Así mismo, en el parágrafo sexto ibídem se indica que ni la Fiduciaria o el Fideicomiso, “serán considerados sucesores o sustitutos procesales o subrogados por pasiva de la entidad liquidada por lo cual no pueden concurrir a ningún proceso judicial en que sea convocado el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES EN LIQUIDACIÓN como demandado después del 31 de marzo de 2015 salvo cuando se demande al Patrimonio Autónomo que por virtud de la celebración de este contrato se constituye”

Frente a las obligaciones de la fiduciaria, el referido acuerdo establece en el literal c del numeral 3º de la cláusula séptima, concerniente a la defensa del Instituto de Seguros Sociales en liquidación en los procesos judiciales que se hayan iniciado con anterioridad al cierre del proceso liquidatorio y la extinción jurídica de la entidad, que la Fiduciaria debe efectuar el pago “de conformidad con los recursos entregados por la liquidación y con cargo al fondo para la atención de condenas judiciales, las condenas Laborales en contra del Instituto de Seguros Sociales en liquidación, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 19º del Decreto 2013 de 2012, modificado por el artículo 3º del Decreto 652 de 2014.  El pago de las condenas laborales a cargo del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación procederá aun cuando sean proferidas en procesos que no hayan sido identificados por el liquidador de la entidad”.
Vale la pena destacar que el artículo 3 del decreto 652 de 2014 precisa:

“Artículo 19. De la financiación de las acreencias laborales y de la liquidación. El pago de las indemnizaciones, acreencias laborales y gastos propios del proceso Liquidatorio, se hará con cargo a los recursos del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación. En caso en que los recursos de la Entidad en Liquidación no sean suficientes, la Nación atenderá estas obligaciones con cargo a los recursos del Presupuesto General de la Nación”. 

  

3. CASO CONCRETO
Antes de dar solución al problema jurídico planteado, es necesario precisar que mientras estuvo vigente el proceso liquidatorio del Instituto de Seguros Sociales, las obligaciones a cargo de éste debían ser reclamadas por la vía administrativa ante el agente liquidador, que para el caso era la Fiduciaria La Previsora S.A. Fiduprevisora S.A. y en tal virtud no era procedente iniciar acciones ejecutivas en su contra; no obstante, para cuando se estructuró la liquidación definitiva del ISS, que lo fue el 31 de marzo de 2015, dicha carga recayó en la Sociedad Fiduciaria de Desarrollo Agropecuario S.A. Fiduagraria S.A., como administradora y vocera del Patrimonio Autónomo de Remanentes –PAR ISS-.
Al respecto, no sobra reiterar que en el contrato de Fiducia Mercantil que dio origen al PAR ISS en el literal c del numeral 3 del acápite de las obligaciones especiales de la Fiduciaria en la cláusula SÉPTIMA, se dispuso expresamente como una de ellas:
“3. ATENDER LA DEFENSA EN LOS PROCESOS JUDICIALES, ARBITRALES Y ADMINISTRATIVOS, O DE OTRO TIPO QUE SE HAYAN INICIADO EN CONTRA DEL INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES EN LIQUIDACIÓN CON ANTERIORIDAD AL CIERRE DEL PROCESO LIQUIDATORIO Y LA EXTINCIÓN JURÍDICA DE LA ENTIDAD”

“….”

c. Pagar de conformidad con los recursos entregados en liquidación y con cargo al fondo para la atención de condenas judiciales, las condenas laborales en contra del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19 del decreto 2013 de 2012, modificado por el artículo 3 del decreto 652 de 2014. El pago de las condenas laborales a cargo del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación procederá aun cuando sean proferidas en procesos que no hayan sido identificados por el Liquidador de la Entidad.”
Lo anterior para destacar que, aun cuando no se tiene noticia dentro del expediente, que el proceso ordinario, cuya condena originó la presente ejecución, haya sido relacionado como pasivo contingente por el liquidador, lo cierto es que ello no es óbice para que, de existir dineros dispuestos para el efecto, la fiduciaria realice el pago de la condena aquí reclamada, toda vez que en virtud a lo dispuesto en el literal c del numeral 3º de la cláusula séptima del contrato de fiducia No 15 de 2015, está previsto que se encuentra obligada a cancelar las condenas laborales a cargo del ISS en liquidación, “aun cuando sean proferidas en procesos que no hayan sido identificados por el liquidador de la entidad”.

Pero, preciso es señalar en este punto que, corresponde a la Fiduagraria certificar si existen o no dineros o bienes disponibles para cumplir el pago de las condenas judiciales, pues -como lo deja sentado el artículo 3º del decreto 652 de 2014-, de no existir o no ser suficientes, la Nación será quien se encargue de atender estas obligaciones, con cargo a los recursos del Presupuesto General de la Nación.

Lo anterior claridad era necesaria, no sólo para establecer la procedencia del cobro por la vía ejecutiva, sino la adecuada identificación de la Fiduagraria S.A. como sujeto pasivo de la ejecución, en calidad de  administradora y vocera del PAR ISS, pero debe llamarse la atención respecto a que no existe la posibilidad de embargar, indiscriminadamente bienes del patrimonio autónomo, pues para esta clase de asuntos, solo serían embargables aquellos que estuvieren destinados al cumplimiento de las condenas judiciales, más no los demás dineros y bienes dispuestos para el pago de los créditos debidamente presentados y graduados en la liquidación.
Sentado lo anterior, cabe señalar que la parte ejecutante se duele de la decisión del juzgado de conocimiento de modificar el mandamiento de pago, para limitar la indemnización moratoria a la que fue condenado el Instituto de Seguros Sociales en liquidación hasta la fecha de liquidación final de dicha entidad, desconociendo la sentencia que sirve de título ejecutivo en la que ninguna restricción se hizo respecto a la condena impuesta por dicho concepto.
Lo primero que debe precisarse es que la sentencia que sirve como título de recaudo en el presente asunto, condenó al Instituto de Seguros Sociales en liquidación al pago, entre otras acreencias laborales, de la indemnización moratoria correspondiente a un día de salario por cada día de retardo a partir del 1º de octubre de 2012, sanción que fue confirmada por esta Sala en providencia de fecha 3 de junio de 2015.

Como puede evidenciarse,  la orden judicial determinó con precisión la fecha a partir de la cual debía empezar a correr la citada sanción, pero nada dijo respecto a la data en que está dejaría de generarse; no obstante, observa la Sala que para el momento en que se profirió la condena, esto es el 24 de julio de 2015, el Instituto de Seguros Sociales todavía estaba en el proceso de liquidación, por lo tanto, en su calidad de empleador era aún sujeto de derecho y obligaciones y en tal virtud estaba llamado a responder conforme se indicó en el título ejecutivo.

Ahora, una vez tuvo lugar la liquidación definitiva de la entidad, la indemnización moratoria obligatoriamente debió dejar de contabilizarse, pues quien fue sancionado por mora fue el empleador y no el Patrimonio Autónomo conformado en virtud al proceso de supresión del ISS, ni la Fiduagraria S.A., que en realidad solo tiene la calidad de vocera y administradora de los recursos y activos fideicomitidos, de acuerdo con el contrato de Fiducia Mercantil No 015-2015, suscrito entre esta entidad y la Fiduciaria la Previsora S.A. en su condición de liquidadora del demandado, y mucho menos la Nación, pues de acuerdo con el artículo 19 del Decreto 2013 de 2012, modificado por  artículo 3º del Decreto 652 de 2014 tiene la condición de garante respecto al pago de indemnizaciones y acreencias laborales, pero solo en el evento en el que los recursos de la Entidad en Liquidación no sean suficientes.   
Frente a éste último tópico, vale la pena traer a colación lo considerado por la Sala de Casación Laboral en la Sentencia SL962-2018, Radicación No 57740 de fecha 4 de abril de 2018, con ponencia del Magistrado, doctor Omar de Jesús Restrepo Ochoa, en donde se dijo:

“En el hecho 19 de la demanda, se afirmó que el empleador que despidió a la demandante, la Empresa Nacional Minera Ltda. «Minercol Ltda.», ya se encontraba liquidada al momento de incoar la acción jurisdiccional. Esa realidad fáctica refuerza lo dicho en precedencia, es decir, que la posición de garante, que asumió la Nación – Ministerio de Minas y Energía, cuando ya había culminado la liquidación de la empleadora, enervó la posibilidad de colegir la mala fe en cabeza del Estado. Sobre el particular, la Corporación ha sido reiterativa en precisar que, en los casos en los que hay de por medio un proceso de liquidación forzosa es una circunstancia irresistible que impide al empleador remiso efectuar el pago oportuno de las acreencias laborales y excluye por ello la sanción moratoria”.
Ahora, no sobra señalar, respecto a la indemnización por mora que se pretende cobrar por esta vía, que la misma fue impuesta en virtud a la omisión del Instituto de Seguros Sociales de cancelar a favor del trabajador las prestaciones y acreencias laborales a las cuales tenía derecho, pero que tal condena es de naturaleza sancionatoria y en ese entendido la misma perdura en el tiempo que subsista la mora, pero es evidente que no puede endilgarse permanencia en la tardanza en el pago u omisión en el cumplimiento de sus obligaciones a quien jurídicamente ya no existe, pues tal conducta amerita la sanción y se pregona de quien, conociendo la deuda y teniendo capacidad para actuar, persiste en su incumplimiento.  
En otras palabras, partir del momento en que el Instituto de Seguros Sociales perdió su personería jurídica, no debe atribuírsele una omisión voluntaria en el pago que justifique que la moratoria continúe corriendo.

De acuerdo con lo expuesto, le asistió la razón al juzgado de conocimiento en limitar el mandamiento de pago por la indemnización moratoria al 31 de marzo de 2015, concretando la condena por este concepto a $105.959.120.

Así las cosas, encontrando que no existe mérito para modificar la decisión de primer grado, la misma será confirmada.

Costas en esta instancia estarán cargo del recurrente en un 100%
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el día 23 de febrero de 2018.
SEGUNDO: CONDENAR en constas a la parte ejecutante en un 100%.

Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES     ANA LUCÍA HOYOS SÉPULVEDA
                 Aclara voto                                                   Salva parcialmente
2

